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ADMINISTRACIÓN LOCAL

Ayuntamiento de Palma del Río

Núm. 1.487/2020

El Ayuntamiento-Pleno, en sesión extraordinaria y urgente cele-

brada el día 4 de junio de 2020, mediante videoconferencia,

adoptó, entre otros, el siguiente acuerdo:

CUARTO. RESOLUCIÓN DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATI-

VO DE REVISIÓN DE OFICIO DEL ARTÍCULO 19 DEL “ACUER-

DO GENERAL ENTRE EL AYUNTAMIENTO DE PALMA DEL

RÍO Y SUS PATRONATOS, Y LOS FUNCIONARIOS A SU SER-

VICIO.

Antecedentes

Revisión de oficio del artículo 19 del “Acuerdo General entre el

Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patronatos, y los funciona-

rios a su servicio”, aprobado por acuerdo del Ayuntamiento-Pleno,

en sesión celebrada el día 26/04/2001, inscrito con carácter ex-

traestatutario, al folio 19, asientos 1 y 2 del Libro VIII del Registro

de Convenios de la Delegación Provincial de la Consejería de

Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Junta de Andalucía en

Córdoba, y modificado por acuerdo del Ayuntamiento Pleno, en

sesión celebrada el día 22/12/2004, inscrito con carácter extraes-

tatutario, al folio 19, asientos 4 del Libro VIII del Registro de Con-

venios de la Delegación Provincial de la Consejería de Empleo de

la Junta de Andalucía en Córdoba, se somete para su dictamen la

siguiente propuesta de acuerdo.

Visto el artículo 19 del “Acuerdo General entre el Ayuntamiento

de Palma del Río y sus Patronatos, y los funcionarios a su servi-

cio”.

Visto el Decreto de la Alcaldía nº 305/2019, 14 de febrero de

2019, por el que se acepta la jubilación anticipada del funcionario

del Ayuntamiento de Palma del Río, don Antonio Ángel González

Fernández.

Visto el informe del Sr. Interventor de Fondos del Iltre. Ayunta-

miento de Palma del Río, de 14 de marzo de 2019, en el que for-

mula reparo en relación al pago del premio por jubilación anticipa-

da del funcionario, don Antonio Ángel González Fernández, reco-

nocido en virtud del Decreto de la Alcaldía nº 305/2019, de 14 de

febrero.

Vistas las solicitudes de los funcionarios del Ayuntamiento de

Palma del Río, don Antonio Ortiz Arroyo, de 8 de enero de 2019,

doña María del Rosario Esteve Navarro, de 14 de marzo de 2019,

don Francisco García Regal, de 1 de mayo de 2019, don Juan

Carlos Limones Caro, de 31 de mayo de 2019 y don Antonio Je-

sús Aguilar Corredera, de 17 de junio de 2019, por las que solici-

tan, respectivamente, su jubilación anticipada durante el ejercicio

2020 y la concesión del premio de jubilación previsto en el artícu-

lo 19 del Acuerdo General entre el Iltre. Ayuntamiento de Palma

del Río y sus Patronatos, y los funcionarios a su servicio.

Vista la Providencia de la Cuarta Teniente de Alcalde y Conce-

jala Delegada de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Palma

del Río, de 5 de julio de 2019, en virtud de la cual solicita a la Se-

cretaría General del Ayuntamiento de Palma del Río que emita in-

forme sobre la legislación aplicable y el procedimiento a seguir

para, en su caso, proceder a la revisión de oficio y declarar la nu-

lidad de pleno derecho del artículo 19 del Acuerdo General entre

el Iltre. Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patronatos y los

funcionarios a su servicio. Asimismo, se le solicita que informe so-

bre si existen razones para tramitar el expediente.

Visto el informe de la Secretaria General del Ayuntamiento de

Palma del Río, de 8 de Julio de 2019, sobre la legislación aplica-

ble y el procedimiento a seguir para proceder a la revisión de ofi-

cio y declarar la nulidad de pleno derecho del artículo 19 del

Acuerdo General entre el Iltre. Ayuntamiento de Palma del Río y

sus Patronatos y los funcionarios a su servicio.

Visto que el Ayuntamiento-Pleno, en sesión ordinaria celebra-

da el día 25 de Julio de 2019, adoptó, entre otros, el acuerdo de

iniciar procedimiento para la revisión de oficio del artículo 19 del

“Acuerdo General entre el Ayuntamiento de Palma del Río y sus

Patronatos, y los funcionarios a su servicio”.

Visto que el acuerdo plenario anteriormente mencionado fue

notificado a los interesados al objeto de que presentarán en el

plazo de diez días las alegaciones y sugerencias que considera-

ran necesarias y, asimismo, fue publicado en el Boletín Oficial de

la Provincia de Córdoba nº 153, de 12 de agosto de 2019, al obje-

to de abrir un periodo de información pública de veinte días, pe-

riodo que finalizó el día 9 de septiembre de 2019.

Vistas las alegaciones formuladas respectivamente al acuerdo

plenario, de 25 de julio de 2019, por don Antonio Ángel González

Fernández, don Antonio Ortiz Arroyo, don Antonio Jesús Aguilar

Corredera y don Francisco García Regal, el día 25 de julio de

2019, y los días 20, 21 y 23 de agosto de 2019.

Visto el informe-propuesta en relación a la alegaciones formula-

das por los interesados en el expediente al acuerdo plenario de

25 de julio de 2019, firmado con fecha 15 de noviembre de 2019

por la Asesoría Jurídica de la Secretaria General del Ayuntamien-

to de Palma del Río, que se transcribe a continuación:

<<Expediente nº: CO-14/2019.

Expediente de Gex nº: 8622/2019.

Asunto: Revisión de oficio del artículo 19 del “Acuerdo General

entre el Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patronatos, y los

funcionarios a su servicio”, aprobado por acuerdo del Ayunta-

miento-Pleno, en sesión celebrada el día 26/04/2001, inscrito con

carácter extraestatutario, al folio 19, asientos 1 y 2 del Libro VIII

del Registro de Convenios de la Delegación Provincial de la Con-

sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Junta de Anda-

lucía en Córdoba, y modificado por acuerdo del Ayuntamiento

Pleno, en sesión celebrada el día 22/12/2004, inscrito con carác-

ter extraestatutario, al folio 19, asientos 4 del Libro VIII del Regis-

tro de Convenios de la Delegación Provincial de la Consejería de

Empleo de la Junta de Andalucía en Córdoba.

INFORME-PROPUESTA DE LA ASESORÍA JURÍDICA DE

SECRETARÍA GENERAL

De acuerdo con lo ordenado por el Ayuntamiento-Pleno, en se-

sión ordinaria celebrada el día 25 de Julio de 2019 y en cumpli-

miento de lo establecido en el artículo en el artículo 175 del Re-

glamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico

de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto

2568/1986, de 28 de noviembre, emito el siguiente INFORME-

PROPUESTA, en base a los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHOS

I. El “Acuerdo General entre el Ayuntamiento de Palma del Río

y sus Patronatos, y los funcionarios a su servicio”, aprobado por

acuerdo del Ayuntamiento-Pleno, en sesión celebrada el día

26/04/2001 y modificado por acuerdo del Ayuntamiento Pleno, en

sesión celebrada el día 22/12/2004, en su artículo 19 bajo la rubri-

ca “Jubilación” establece:

“Salvaguardando las normas que para cada colectivo de em-

pleados tiene establecidas el Ayuntamiento, siempre que la nor-

mativa vigente no se oponga a ello y el personal haya cotizado

durante el período mínimo para tener derecho a pensión de la Se-
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guridad Social, podrá solicitar su prejubilación, desde la edad de

60 años, correspondiéndole percibir en concepto de premio por

jubilación las cuantías que se especifican a continuación, siem-

pre y cuando la Corporación considere expresamente, su interés

por la prejubilación del empleado.

Edad Premio mensualidades pesetas

60 años 40.000,00 €uros

61 años 30.000,00 €uros

62 años 25.000,00 €uros

63 años 20.000,00 €uros

64 años 10.000,00 €uros

En aplicación del procedimiento, se solicitará en el primer se-

mestre anterior al año natural en que se vaya a solicitar la jubila-

ción anticipada, estudiándose la solicitud en el seno de la Comi-

sión Paritaria, previa oferta de las plazas que la Corporación de-

see amortizar, reestructurar o similar, o bien, a solicitud del em-

pleado a las que acceda expresamente el Ayuntamiento.”

II. Con fecha 14 de febrero de 2019, se dicta el Decreto de la

Alcaldía nº 305/2019, por el que se acepta la jubilación anticipa-

da del funcionario del Ayuntamiento de Palma del Río, don Anto-

nio Ángel González Fernández y se le concede un premio por ju-

bilación, de veinte mil ochocientos treinta y cuatro euros con die-

cinueve céntimos (20.834,19 euros), de conformidad con lo esta-

blecido en el artículo 19 del Acuerdo General entre el Iltre. Ayun-

tamiento de Palma del Río y sus Patronatos y los funcionarios a

su servicio.

III. Con fecha 14 de marzo de 2019, el Sr. Interventor de Fon-

dos del Iltre. Ayuntamiento de Palma del Río, emite informe en el

que formula reparo en relación al pago del premio por jubilación

anticipada del funcionario, don Antonio Ángel González Fernán-

dez, reconocido en virtud del Decreto de la Alcaldía nº 305/2019,

de 14 de febrero.

El Sr. Interventor de Fondos siguiendo la doctrina contenida en

la Sentencia nº 459/2018 de la Sala 3ª del Tribunal Supremo, de

20 de marzo de 2018, llega a la conclusión de que el premio por

jubilación contemplado en el artículo 19 del Acuerdo General en-

tre el Iltre. Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patronatos, y los

funcionarios a su servicio, supone una alteración del régimen re-

tributivo de los funcionarios de las Administraciones Locales que

carece de cobertura legal y de justificación y vulnera los artículos

93 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, 153 del

Real Decreto Legislativo 781/1986, y 1 párrafo 2º del Real Decre-

to 861/1986 por el que se establece el Régimen de las Retribucio-

nes de los funcionarios de Administración Local.

IV. Con fecha 8 de enero, 14 de marzo, 1 de mayo, 31 de ma-

yo y 17 de junio de 2019, los funcionarios del Ayuntamiento de

Palma del Río, don Antonio Ortiz Arroyo, doña María del Rosario

Esteve Navarro, don Francisco García Regal, don Juan Carlos Li-

mones Caro y don Antonio Jesús Aguilar Corredera solicitan, res-

pectivamente, su jubilación anticipada durante el ejercicio 2020 y

la concesión del premio de jubilación previsto en el artículo 19 del

Acuerdo General entre el Iltre. Ayuntamiento de Palma del Río y

sus Patronatos, y los funcionarios a su servicio.

V. A la vista del reparo formulado por el Sr. Interventor de Fon-

dos del Iltre. Ayuntamiento de Palma del Río, con fecha 14 de

marzo de 2019, y de las nuevas solicitudes de concesión de pre-

mios de jubilación formuladas por funcionarios del Ayuntamiento

de Palma del Río, la Cuarta Teniente de Alcalde y Concejala De-

legada de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Palma del

Río dicta Providencia, el día 5 de julio de 2019, en virtud de la

cual solicita a la Secretaría General del Ayuntamiento de Palma

del Río que emita informe sobre la Legislación aplicable y el pro-

cedimiento a seguir para, en su caso, proceder a la revisión de

oficio y declarar la nulidad de pleno derecho del artículo 19 del

Acuerdo General entre el Iltre. Ayuntamiento de Palma del Río y

sus Patronatos y los funcionarios a su servicio. Asimismo, se le

solicita que informe sobre si existen razones para tramitar el ex-

pediente.

El día 8 de Julio de 2019, la Secretaria General del Ayunta-

miento de Palma del Río suscribe informe jurídico solicitado por la

Cuarta Teniente de Alcalde y Concejala Delegada de Recursos

Humanos del Ayuntamiento de Palma del Río, el día 5 de julio de

2019.

VI. Teniendo como base los antecedentes descritos y el infor-

me jurídico de la Secretaria General del Ayuntamiento de Palma

del Río, de 8 de julio de 2019, el Ayuntamiento-Pleno, en sesión

ordinaria celebrada el día 25 de Julio de 2019, adoptó, entre

otros, el siguiente acuerdo:

“Primero. Al amparo de lo previsto en el artículo 47.2 de la Ley

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Co-

mún de las Administraciones Publicas, iniciar procedimiento para

la revisión de oficio del artículo 19 del “Acuerdo General entre el

Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patronatos, y los funciona-

rios a su servicio”, aprobado por acuerdo del Ayuntamiento-Pleno,

en sesión celebrada el día 26/04/2001, inscrito con carácter ex-

traestatutario, al folio 19, asientos 1 y 2 del Libro VIII del Registro

de Convenios de la Delegación Provincial de la Consejería de

Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Junta de Andalucía en

Córdoba, y modificado por acuerdo del Ayuntamiento Pleno, en

sesión celebrada el día 22/12/2004, inscrito con con carácter ex-

traestatutario, al folio 19, asiento 4 del Libro VIII del Registro de

Convenios de la Delegación Provincial de la Consejería de Em-

pleo de la Junta de Andalucía en Córdoba, por considerar que se

encuentra incurso en causa de nulidad por vulnerar lo dispuesto

en el artículo 93 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de

las Bases del Régimen Local, el artículo 153 del Real Decreto Le-

gislativo 781/1986, de 18 de abril, y el artículo 1 párrafo 2º del

Real Decreto 861/1986, de 25 de abril, por el que se establece el

Régimen de Retribuciones de los funcionarios de Administración

Local.

Segundo. Al amparo de lo previsto en el art. 108 de la Ley

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Co-

mún de las Administraciones Públicas, suspender la ejecución del

artículo 19 del “Acuerdo General entre el Ayuntamiento de Palma

del Río y sus Patronatos, y los funcionarios a su servicio”, dado

que el mismo podría causar perjuicios de difícil reparación como

son que las arcas municipales sufrirían un grave quebranto des-

de el punto de vista financiero al tener que hacer frente a dichos

premios en la actualidad, y por otra parte, llegado el caso de de-

clararse nulo el precepto en cuestión, el funcionario debería resta-

blecer la situación económica concreta, mediante el reintegro del

premio concedido.

Tercero. Notificar el inicio del procedimiento a los interesados

para que en el plazo de diez días, presenten las alegaciones y su-

gerencias que consideren necesarias.

Cuarto. Abrir un periodo de información pública por plazo de

veinte días, publicándose la iniciación del procedimiento en el Bo-

letín Oficial de la Provincia de Córdoba y en la sede electrónica

de este Ayuntamiento.

Quinto. Dar traslado del expediente, una vez finalizado el trámi-

te de audiencia a los interesados y del periodo de información pú-

blica, a la Asesoría Jurídica de la Secretaría General del Ayunta-
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miento de Palma del Río para que informe sobre las alegaciones

presentadas y emita informe-propuesta.

Sexto. Una vez formulado el informe-propuesta por la Asesoría

Jurídica de la Secretaría General del Ayuntamiento de Palma del

Río se elevará al Pleno, que la hará suya y solicitará Dictamen al

Consejo Consultivo de Andalucía, adjuntando la documentación

anexa prevista en el artículo 64 del Decreto 273/2005, de 13 de

diciembre, por el que se aprueba el Reglamento Orgánico del

Consejo Consultivo de Andalucía.

Séptimo. Suspender el plazo máximo legal para resolver el pro-

cedimiento de revisión de oficio por el tiempo que medie entre la

petición del dictamen al Consejo Consultivo de Andalucía y la re-

cepción de dicho dictamen, conforme a lo previsto en el artículo

22. 1 d) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento

Administrativo Común de las Administraciones Publicas.

Octavo. Remitir el expediente a la Asesoría Jurídica de la Se-

cretaría General del Ayuntamiento de Palma del Río, una vez re-

cibido el Dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía, para la

emisión del informe-propuesta.”

VII. El acuerdo plenario anteriormente mencionado fue notifica-

do a don Antonio Ángel González Fernández, el día 21 de agosto

de 2019, a don Antonio Ortiz Arroyo, el día 5 de agosto de 2019,

a doña María del Rosario Esteve Navarro, el día 1 de agosto de

2019, a don Francisco García Regal, el día 7 de agosto de 2019,

a don Juan Carlos Limones Caro, el día 1 de agosto de 2019, y a

don Antonio Jesús Aguilar Corredera, el día 5 de agosto de 2019,

al objeto de que presentarán en el plazo de diez días las alega-

ciones y sugerencias que consideraran necesarias. Asimismo, el

acuerdo plenario se notificó a la Junta de Personal y al Comité de

Empresa, el día 1 y 2 de agosto de 2019, respectivamente.

Por último, el acuerdo plenario, de 25 de Julio de 2019, fue pu-

blicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Córdoba nº 153, de

12 de agosto de 2019, al objeto de abrir un periodo de informa-

ción pública de veinte días, periodo que finalizó el día 9 de sep-

tiembre de 2019.

VIII. Fuera del plazo legalmente establecido en las respectivas

notificaciones y dentro del periodo de información pública, don

Antonio Ortiz Arroyo, don Antonio Jesús Aguilar Corredera y don

Francisco García Regal formularon respectivamente, los días 20,

21 y 23 de agosto de 2019, alegaciones al acuerdo plenario de 25

de julio de 2019.

Asimismo, don Antonio Ángel González Fernández formuló, en

plazo y forma, alegaciones al acuerdo plenario de 25 de julio de

2019.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

-Constitución Española de 27 de diciembre de 1978.

-Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrati-

vo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPAC).

-Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régi-

men Local (en adelante LRBRL).

-Ley 4/2005, del Consejo Consultivo de Andalucía.

-Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Andalucía,

aprobado por el Decreto 273/2005, de 13 de diciembre.

-Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que

se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del

Empleado Público (en adelante EBEP).

-Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de

la Función Pública.

-Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que

se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigen-

tes en materia de Régimen Local.

-Real Decreto-ley 5/2013, de 15 de marzo, de medidas para fa-

vorecer la continuidad de la vida laboral de los trabajadores de

mayor edad y promover el envejecimiento activo.

-Real Decreto 861/1986, de 25 de abril, por el que se estable-

ce el Régimen de las Retribuciones de los funcionarios de Admi-

nistración Local.

-Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para ga-

rantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competi-

tividad.

-Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se

aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régi-

men Jurídico de las Entidades Locales (en adelante ROF).

-Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula

el Régimen Jurídico de los funcionarios de Administración Local

con habilitación de carácter nacional.

-Acuerdo General entre el Iltre. Ayuntamiento de Palma del Río

y sus Patronatos, y los funcionarios a su servicio, aprobado por

acuerdo del Ayuntamiento-Pleno, en sesión celebrada el día

26/04/2001, inscrito con carácter extraestatutario, al folio 19,

asientos 1 y 2 del Libro VIII del Registro de Convenios de la Dele-

gación Provincial de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecno-

lógico de la Junta de Andalucía en Córdoba, y modificado por

acuerdo del Ayuntamiento-Pleno, en sesión celebrada el día

22/12/2004, inscrito con carácter extraestatutario, al folio 19,

asiento 4 del Libro VIII del Registro de Convenios de la Delega-

ción Provincial de la Consejería de Empleo de la Junta de Andalu-

cía en Córdoba.

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS

PRIMERO. En relación a las alegaciones formuladas por los in-

teresados en el expediente de revisión de oficio del artículo 19 del

“Acuerdo General entre el Ayuntamiento de Palma del Río y sus

Patronatos, y los funcionarios a su servicio” (en adelante Acuer-

do General).

Al objeto de dar cumplimiento al acuerdo plenario, de 25 de Ju-

lio de 2019, es necesario que analicemos por un lado las alega-

ciones formuladas por don Antonio Ortiz Arroyo, don Antonio Je-

sús Aguilar Corredera y don Francisco García Regal de forma

conjunta ya que las mismas tienen un contenido similar, y por otro

lado las alegaciones suscritas por don Antonio Ángel González

Fernández.

A). En relación a las alegaciones formuladas por don Antonio

Ortiz Arroyo, don Antonio Jesús Aguilar Corredera y don Francis-

co García Regal en el expediente de revisión de oficio del artícu-

lo 19 del “Acuerdo General entre el Ayuntamiento de Palma del

Río y sus Patronatos, y los funcionarios a su servicio”.

Don Antonio Ortiz Arroyo, don Antonio Jesús Aguilar Corredera

y don Francisco García Regal, en el presente expediente de revi-

sión de oficio, interesan que se deje sin efecto dicho expediente y

que se proceda al abono de los premios de jubilación en el mo-

mento que corresponda. Subsidiariamente, solicitan que el Pleno

municipal acuerde el levantamiento de la suspensión de la ejecu-

ción del artículo 19 del Acuerdo General, disponiendo que se dic-

ten resoluciones favorables a la concesión de los premios de jubi-

lación solicitados y el abono de los mismos en el momento que

corresponda.

Los interesados fundamentan su petitum en una serie de alega-

ciones que carecen manifiestamente de fundamento por los moti-

vos que desarrollamos a continuación y por tanto no deben pros-

perar por falta de sustentación fáctica y jurídica, considerando el

que suscribe que el Acuerdo del Ayuntamiento-Pleno, de 25 de

Julio de 2019, relativo a la incoación del procedimiento para la re-

visión de oficio del artículo 19 del “Acuerdo General es AJUSTA-

DO A DERECHO.
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1. Primera alegación: los interesados alegan que el contenido

del informe de la Secretaria General del Ayuntamiento de Palma

del Río, de 8 de Julio de 2019, relativo a la legislación aplicable y

el procedimiento a seguir para, en su caso, proceder a la revisión

de oficio y declarar la nulidad de pleno derecho del artículo 19 del

Acuerdo General, debe ampliarse con el análisis relativo a los li-

mites de la revisión de disposiciones administrativas previstos en

el artículo 110 de la LPAC.

En este sentido, tenemos que decir que el informe de la Secre-

taria General se ha realizado de acuerdo con lo ordenado por la

Cuarta Teniente de Alcalde y Concejala Delegada de Recursos

Humanos del Ayuntamiento de Palma del Río mediante Providen-

cia de fecha 5 de julio de 2019, y en cumplimiento de lo estableci-

do en el artículo 3.3 d) 3º del Real Decreto 128/2018, de 16 de

marzo, por el que se regula el Régimen Jurídico de los funciona-

rios de Administración Local con habilitación de carácter nacional.

En la Providencia de la Cuarta Teniente de Alcalde y Conceja-

la Delegada de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Palma

del Río, se ordenaba a la Secretaria General que emitiera infor-

me sobre la legislación aplicable y el procedimiento a seguir para,

en su caso, proceder a la revisión de oficio y declarar la nulidad

de pleno derecho del artículo 19 del Acuerdo General entre el Il-

tre. Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patronatos y los funcio-

narios a su servicio. Asimismo, se le solicitaba que informara so-

bre se existían razones para tramitar el expediente.

Por su parte, el artículo 3.3 d) 3º del Real Decreto 128/2018, de

16 de marzo, por el que se regula el Régimen Jurídico de los fun-

cionarios de Administración Local con habilitación de carácter na-

cional establece que la Secretaría General debe emitir informe

previo en los procedimientos de revisión de oficio de actos de la

Entidad Local, a excepción de los actos en materia tributaria.

Por lo que respecta al contenido que deben tener los informes

que resuelven los expedientes administrativos, de acuerdo con el

artículo 175 del ROF, éstos se redactarán en forma de propuesta

de resolución y contendrán los extremos siguientes:

a) Enumeración clara y sucinta de los hechos.

b) Disposiciones legales aplicables y alegación razonada de la

doctrina.

c) Pronunciamientos que haya de contener la parte dispositiva.

Pues bien, si analizamos el contenido del informe de la Secre-

taria General del Ayuntamiento de Palma del Río, de 8 de Julio de

2019, observamos con toda claridad que se ha redactado confor-

me a lo previsto en los preceptos anteriormente mencionados y

que contiene una propuesta de resolución clara y precisa en rela-

ción a la necesaria incoación del procedimiento para la revisión

de oficio del artículo 19 del Acuerdo General. De esta forma, re-

sulta del todo obvio que la Secretaria General considera que no

se dan ninguna de las circunstancias previstas en el art. 110 de la

LPAC para limitar las facultades de revisión de que dispone el

Ayuntamiento de Palma del Río, ya que en caso contrario su pro-

puesta de resolución del expediente se hubiera incardinado a la

no necesariedad de incoar el procedimiento para la revisión de

oficio.

La aplicación o inaplicación al presente supuesto del artículo

110 de LPAC es una cuestión estrictamente jurídica que se resol-

verá durante la tramitación administrativa del procedimiento de re-

visión de oficio o en vía judicial, siendo del todo intrascendente,

en contra de lo piensan los interesados, que en el informe de la

Secretaria General, de 8 de Julio de 2019, se hubiera hecho refe-

rencia explicita al contenido de este precepto.

2. Segunda alegación: los interesados alegan que al amparo de

lo previsto en el artículo 110 de la LPAC, no procede la revisión

de oficio del artículo 19 del Acuerdo General de 2001 por que al

haber transcurrido casi 20 años desde la aprobación del Acuerdo

General, el ejercicio de dicha potestad de revisión por el Ayunta-

miento de Palma del Río resulta contrario a la equidad, a la bue-

na fe o a la protección de la confianza legítima.

Los interesados manifiestan en sus escritos que el artículo 19

del Acuerdo General se ha venido aplicando pacificamente duran-

te casi 20 años, por lo que ha existido una confianza legitima en

el derecho de los funcionarios a percibir los premios de jubilación,

máxime cuando hasta el día de hoy no se había incoado ningún

procedimiento de revisión de dicho precepto pese a que existían

Sentencias del Tribunal Supremo anteriores a las que fundamen-

tan el presente procedimiento de revisión de oficio (STS 20 de

marzo de 2018 (rec. 2747/2015), y que establecían la naturaleza

retributiva y no asistencial de los premios de jubilación, así como

la falta de cobertura legal de los mismos. Por tales motivos, consi-

deran que las facultades de revisión ejercidas por el Ayuntamien-

to de Palma del Río en el presente supuesto, vulneran el princi-

pio de confianza legítima, buena fe y equidad, máxime cuando el

Tribunal Supremo cambia de criterio constantemente.

En el presente supuesto considero que el Ayuntamiento de Pal-

ma del Río no ha vulnerado los limites establecidos en el artículo

110 de la LPAC para el ejercicio de la potestad de revisión de ofi-

cio, por los motivos que exponemos a continuación.

El artículo 110 de la LPAC dispone que las facultades de revi-

sión establecidas en el Capítulo I del Titulo V de la LPAC, no po-

drán ser ejercidas cuando por prescripción de acciones, por el

tiempo transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte

contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particula-

res o a las leyes.

Partiendo de lo dispuesto en el precepto anteriormente mencio-

nado, para poder resolver la cuestión de fondo planteada por los

interesados, conviene tener presente que el principio de legali-

dad exige que los actos administrativos se ajusten al ordenamien-

to jurídico, permitiendo que la Administración revise los actos o

disposiciones ilegales. Cuando la ilegalidad del acto o disposi-

ción afecta al interés público general, al tratarse de infracciones

especialmente graves, su conservación resulta contraria al propio

sistema, como sucede en los supuestos de nulidad de pleno dere-

cho, por lo que la revisión de tales actos no está sometida a un

plazo para su ejercicio (artículo 106 de la LPAC).

Tal y como han señalado las Sentencias del Tribunal Supremo

de 19 de diciembre de 2001, 27 de diciembre de 2006 y 18 de di-

ciembre de 2007, la revisión de oficio contemplada en el artículo

106 LPAC tiene como objeto, precisamente, facilitar la depura-

ción de los vicios de nulidad radical o absoluta de que adolecen

los actos o disposiciones administrativas, con el inequívoco pro-

pósito de evitar que el transcurso de los breves plazos de impug-

nación de aquellos derive en su inatacabilidad definitiva. Se persi-

gue, pues, mediante este cauce procedimental ampliar las posibi-

lidades de evitar que una situación afectada por una causa de nu-

lidad de pleno derecho y perpetuada en el tiempo y produzca

efectos jurídicos pese a adolecer de un vicio de tan relevante

trascendencia.

Pues bien, partiendo de que la revisión de oficio de un acto nu-

lo de pleno derecho se puede realizar en cualquier momento y,

por tanto, se trata de una acción imprescriptible, hay que tener en

cuenta que el artículo 110 de la LPAC establece una cláusula de

cierre que limita la posibilidad de revisión en supuestos excepcio-

nales, al disponer que las facultades de revisión no podrán ser

ejercitadas cuando por prescripción de acciones, por el tiempo

transcurrido o por otras circunstancias su ejercicio resulta contra-
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rio a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a

las leyes.

En definitiva, si de un lado en el artículo 106 de la LPAC se es-

tablece la posibilidad de proceder a la revisión de oficio sin suje-

ción a plazo (en cualquier momento), en el artículo 110 se esta-

blece la posibilidad de que su ejercicio se modere por la concu-

rrencia de las circunstancias excepcionales que en él se prevén,

limitándose la posibilidad de expulsar del ordenamiento jurídico

un acto que incurre en un vicio de especial gravedad ponderando

las circunstancias de todo orden concurrentes y los bienes jurídi-

cos en juego.

Ahora bien, la correcta aplicación del artículo 110 de la LPAC,

como ya dijo el Tribunal Supremo en su sentencia nº 1404/2016,

de 14 de junio de 2016 (rec. 849/2014), exige dos requisitos acu-

mulativos para prohibir la revisión de oficio, por un lado la concu-

rrencia de determinadas circunstancias (prescripción de acciones,

tiempo transcurrido u "otras circunstancias"); por otro el que di-

chas circunstancias hagan que la revisión resulte contraria a la

equidad, la buena fe, el derecho de los particulares o las leyes.

Es por ello que la jurisprudencia ha sostenido que la proceden-

cia de la aplicación del artículo 110 opera tan solo cuando el ejer-

cicio de la facultad de revisión que se pretende hacer valer se

presenta contrario a la buena fe y como tal no merece ser acogi-

da la postura de quien consciente y voluntariamente difiere de for-

ma tan exagerada las posibilidades de reacción que siempre tuvo

a su disposición, estando prevista la aplicabilidad de dicho artícu-

lo 110 precisamente como adecuado complemento para evitar

que la ausencia de un plazo para instar la nulidad pueda ser torti-

ceramente utilizada en actuación contraria a la buena fe, tal y co-

mo señala la STS de 1 de julio de 2008 (rec. 2191/2005).

Visto lo anterior, en el supuesto que nos ocupa, tras los infor-

mes de la intervención general, de 14 de marzo de 2019, y de la

Secretaría General del Ayuntamiento de Palma del Río, de 8 de

Julio de 2019, que alertaban sobre la posible ilegalidad de los

premios de jubilación contemplados en el artículo 19 del Acuerdo

General, el Ayuntamiento de Palma del Río no podía permanecer

impasible.

En el informe de la Secretaría General del Ayuntamiento de

Palma del Río, de 8 de Julio de 2019, no se ocultaba que la natu-

raleza de los premios por jubilación ha sido muy discutida dentro

de la jurisprudencia. De esta forma, señalaba que se encuentra la

línea jurisprudencial según la cual tienen naturaleza retributiva, y

no están dentro de las materias que pueden ser objeto de nego-

ciación por no tener acomodo entre ninguno de los componentes

de la estructura salarial de los funcionarios (STS 12 de febrero del

2008 y 9 de septiembre del 2010). Por otro lado, se encuentran

las sentencias que consideran estas medidas como asistenciales,

y entienden que no retribuyen la prestación de servicios sino que

prestan auxilio a los funcionarios ante determinadas situaciones

de necesidad y que como medidas asistenciales pueden ser obje-

to de negociación colectiva con los funcionarios (STS de 28 de ju-

lio del 2006, y la STS de 20 de diciembre del 2013).

Y efectivamente, fue a raíz de esta última sentencia cuando va-

rias Salas Territoriales, en especial las dos Salas correspondien-

tes al TSJ de Canarias que habían dictado varias sentencias en

las que sostenían la naturaleza retributiva de los premios de jubi-

lación, reconsideraron posteriormente su postura y admitieron

que se trataba de una medida adoptada dentro del campo de la

acción social, como ayuda ante la pérdida de ingresos que repre-

senta tanto la jubilación voluntaria como la forzosa, como señala

la propia STS de 20 de diciembre de 2013 (rec. 7064/2010).

Ahora bien, esta polémica ha sido resuelta recientemente por el

Tribunal Supremo que se ha vuelto a pronunciar sobre esta cues-

tión, concretamente en las sentencias de 20 de marzo de 2018

(rec. 2747/2015) y de 14 de marzo de 2019 (rec. 2717/2016) con-

cluyendo que los premios de jubilación son remuneraciones.

Pues bien, partiendo de este itinerario jurisprudencial, conside-

ro que en el presente caso no se dan circunstancias de mala fe

en la posición del Ayuntamiento de Palma del Río que hagan pre-

sumir la posibilidad de conocimiento de la ilegalidad del artículo

19 del Acuerdo General durante un largo período de tiempo y la

actitud pasiva ante dicha causa de invalidez, tal y como alegan

los interesados en su escrito. El Ayuntamiento no ha cuestionado

la validez y vigencia del artículo 19 del Acuerdo General hasta

que el Tribunal Supremo ha dictado al menos dos Sentencias (20

de marzo de 2018 y 14 de marzo de 2019) que han resuelto un

asunto análogo al planteado por el Ayuntamiento y ha sentado

una jurisprudencia sólida al respecto. De esta forma, el día 14 de

marzo de 2019, el Tribunal Supremo dicta su última sentencia en

la que concluye que los premios de jubilación previstos son remu-

neraciones y escasos cuatro meses después el Pleno del Ayunta-

miento de Palma del Río incoa el procedimiento para la revisión

de oficio del artículo 19 del Acuerdo General (día 25 de Julio de

2019). Como puede observarse, el Ayuntamiento tan pronto cons-

tató que esta ultima Sentencia creaba jurisprudencia sobre un

asunto similar, tal y como establece en el artículo 1.6 del Código

Civil, instó la revisión de oficio.

A mayor abundamiento, no podemos olvidar la posición consti-

tucional del Tribunal Supremo como “ órgano jurisdiccional supe-

rior en todos los órdenes ”, según reza en el artículo 123.1 de la

Constitución, que le convierte (y ello es aceptado como uno de

los elementos clave de nuestro sistema judicial) en el garante de

dos principios constitucionales fundamentales a la hora de apli-

car el Derecho, el de igualdad y el de seguridad jurídica. Su ca-

rácter de órgano jurisdiccional superior supone que le correspon-

de al Tribunal Supremo pronunciar la última palabra sobre cuál

debe ser la interpretación adecuada (de entre las muchas posi-

bles) de las normas que integran el ordenamiento, unificando así

la jurisprudencia de los tribunales. Con ello se proporciona certe-

za sobre el sentido de las leyes, y se asegura la igualdad en la

aplicación judicial del Derecho, al establecer una solución común

a casos idénticos. La doctrina reiterada del Tribunal Supremo ha-

ce algo más que “ complementar ” (como quiere el artículo 1.6 del

Código Civil) el ordenamiento: la posición del Tribunal Supremo

convierte a su doctrina en factor de orientación y dirección de las

decisiones del resto de los Tribunales.

Por todo, ello considero que en el presente caso, no estamos,

pues, ante un cambio arbitrario de criterio por parte del Ayunta-

miento demostrativo de mala fe, sino ante la necesidad de corre-

gir unos criterios disconformes con la legalidad. Amen de que la

buena fe a que se refiere el artículo 110 de la LPAC como límite a

la revisión es la que ha de concurrir en el momento de dictarse el

acto administrativo (en nuestro caso el día 25 de Julio de 2019 se

pronuncia el Pleno municipal) y en el presente supuesto queda

ampliamente justificado, como se ha visto anteriormente, que el

Ayuntamiento ejercita la revisión tan pronto constata la ilegalidad

del artículo 19 del Acuerdo General (Consejo Consultivo de Anda-

lucía Dict 270/2014).

Del mismo modo, considero que tampoco procede invocarse la

vulneración del principio de confianza legítima, considerando és-

te en el sentido de que la autoridad pública no puede adoptar me-

didas que resulten contrarias a la esperanza inducida por la razo-

nable estabilidad en las decisiones de aquélla, y en función de las

cuales los particulares han adoptado determinadas decisiones.
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Este principio no puede invocarse para crear, mantener o exten-

der, en el ámbito del Derecho público, situaciones contrarias al or-

denamiento jurídico, en las que prevalece el interés público salva-

guardado por el principio de legalidad; principio que resultaría

conculcado si se diera validez a una actuación de la Administra-

ción contraria al ordenamiento jurídico por el solo hecho de que

así se ha decidido por la Administración o porque responde a un

precedente de ésta.

En el presente supuesto, no cabe apreciar infracción del princi-

pio de confianza legítima, en la medida que el acuerdo del Pleno

del Ayuntamiento de Palma del Río, de 25 de Julio de 2019, por

el que se incoa el procedimiento de revisión de oficio del artículo

19 del Acuerdo General se fundamenta y limita a acatar la juris-

prudencia del Tribunal Supremo sobre el carácter retributivo que

tienen los premios de jubilación, considerando que el artículo 19

del Acuerdo General se encuentra incurso en causa de nulidad

por vulnerar lo dispuesto en el artículo 93 de la LBRL, el artículo

153 del TRRL, y el artículo 1 párrafo 2º del Real Decreto

861/1986, de 25 de abril, por el que se establece el Régimen de

Retribuciones de los funcionarios de Administración Local, sin

que quepa apreciar que el Ayuntamiento haya inducido a los inte-

resados a solicitar la jubilación creando la falsa apariencia de que

serían acreedores de un premio, sino que estamos ante un cam-

bio jurisprudencial en la materia que el Ayuntamiento tiene que

acatar y cumplir.

Por último, tampoco considero que la actuación del Ayunta-

miento de Palma del Río haya sido contraria a la equidad. En el

presente caso, la revisión de oficio del artículo 19 del Acuerdo

General se ha iniciado por el Ayuntamiento cuando el Tribunal

Supremo ha establecido una jurisprudencia clara y precisa sobre

el carácter retributivo de los premios de jubilación, de tal manera

que no resulta contrario a la equidad y a la buena fe, expulsar del

ordenamiento jurídico el mencionado precepto que en la actuali-

dad incumple lo dispuesto en el artículo 93 de la LBRL, el artículo

153 del TRRL, y el artículo 1 párrafo 2º del Real Decreto

861/1986, de 25 de abril, por el que se establece el Régimen de

Retribuciones de los funcionarios de Administración Local. En es-

te sentido, de mantenerse lo dispuesto en el artículo 19 del

Acuerdo General, se estaría ocasionando al erario público el mis-

mo perjuicio que sufre el interés particular al anularse el mencio-

nado precepto.

3. Tercera alegación: Los interesados alegan que no procede la

suspensión de la ejecución del artículo 19 del Acuerdo General

por que el Ayuntamiento de Palma del Río no ha justificado en el

expediente administrativo de revisión que la aplicación del men-

cionado precepto cause perjuicios de imposible o difícil repara-

ción, tal y como prevé el artículo 108 de la LPAC.

En el presente supuesto considero que la suspensión de la eje-

cución del artículo 19 del Acuerdo General acordada en el expe-

diente de revisión de oficio es ajustada a derecho por que se ha

justificado conforme a los previsto en el artículo 108 de la LPAC.

El artículo 108 de la LPAC dispone que iniciado el procedimien-

to de revisión de oficio el órgano competente para declarar la nuli-

dad, podrá suspender la ejecución del acto o disposición, cuando

ésta pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.

El informe de la Secretaría General del Ayuntamiento de Pal-

ma del Río, de 8 de Julio de 2019, a la hora de justificar la sus-

pensión de la ejecución de lo dispuesto en el artículo 19 del

Acuerdo General, establece que la concesión de los premios de

jubilación a los interesados conforme a lo previsto en el precepto

de referencia provocaría un perjuicio manifiesto tanto al Ayunta-

miento como a los funcionarios implicados. En este sentido, las

arcas municipales sufrirían un grave quebranto desde el punto de

vista financiero al tener que hacer frente a dichos premios en la

actualidad, y por otra parte, llegado el caso de declararse nulo el

precepto en cuestión, el funcionario debería restablecer la situa-

ción económica concreta, mediante el reintegro del premio conce-

dido.

Por lo que respecta al quebranto que la ejecución del artículo

19 del Acuerdo General puede provocar a las arcas municipales

en la actualidad, tenemos que hacer referencia a dos cuestiones

de suma relevancia que fundamentan la aseveración realizada

por la Secretaria General en su informe, de 8 de Julio de 2019.

La primera de ellas versa sobre la importante cuantía a la que

ascienden los premios de jubilación de los interesados y que pue-

de verse incrementada con nuevas solicitudes de funcionarios

que quieran jubilarse anticipadamente en el año 2020:

D. Antonio Ortiz Arroyo 41.668,38 euros

D. Antonio Jesús Aguilar Corredera 26.042,74 euros

D. Francisco García Regal 41.668,38 euros

Dña. María del Rosario Esteve Navarro 20.834,19 euros

D. Juan Carlos Limones Caro 20.834,19 euros

D. Antonio Ángel González Fernández 20.834,19 euros

TOTAL 171.882,07 euros

La segunda de ellas, y no menos importante, gira entorno a la

situación presupuestaria en la que se encuentra el Ayuntamiento

de Palma del Río en la actualidad. En este sentido, el Pleno del

Ayuntamiento de Palma del Río, en sesión extraordinaria celebra-

da el día 15 de mayo de 2019, aprobó el Plan Económico Finan-

ciero (en adelante PEF) 2019/2020 por incumplimiento de la Re-

gla de Gasto en la liquidación del Presupuesto General del ejerci-

cio 2018.

Por lo que respecta al PEF, el artículo 21 de la Ley Orgánica

2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibi-

lidad Financiera (en adelante LOEPYSF) dispone que:

- “En caso de incumplimiento del objetivo de estabilidad presu-

puestaria, del objetivo de deuda pública o de la regla de gasto, la

Administración incumplidora formulará un plan económico-finan-

ciero que permita en el año en curso y el siguiente el cumplimien-

to de los objetivos o de la regla de gasto, con el contenido y al-

cance previstos en este artículo.”

Suele definirse el PEF como un instrumento de programación

plurianual que tiene por objeto, durante su vigencia, garantizar el

equilibrio financiero (estabilidad presupuestaria, sostenibilidad fi-

nanciera; volumen deuda, etc.), mediante la adopción de medi-

das de disciplina fiscal y financiera que deben presentarse debi-

damente cuantificadas y ordenadas cronológicamente. De tal ma-

nera que el Plan es una previsión, que deberá ir cumpliéndose

mediante la adopción de las medidas que en él se prevén.

El PEF suele contemplar medidas de incremento de los ingre-

sos o reducción de los gastos y combinación de ambas. Pero di-

chas medidas no son más que previsiones, de modo que para su

cumplimiento es necesario que se tramiten los expedientes co-

rrespondientes.

Sin embargo, a pesar de que es una mera previsión, su aproba-

ción es imprescindible con el contenido que establece la Ley, pa-

ra los supuestos de incumplimiento de los objetivos de la regla de

gasto, y su consistencia puede condicionar otras medidas de fi-

nanciación que el Estado o la Comunidad Autónoma aprueben

para favorecer a los municipios.

Como se puede observar la duración del plan económico-finan-

ciero lo es para el año en curso y el siguiente. Por ello, si el Ayun-
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tamiento de Palma del Río ha aprobado el PEF en el ejercicio

2019, éste tendrá una duración para el ejercicio 2019 y 2020. Du-

rante este periodo el Ayuntamiento está obligado a adoptar medi-

das que puedan conducir a la Entidad Local por la senda de la es-

tabilidad y sostenibilidad, y no cabe duda que ha de controlar los

gastos que asume con suma cautela y rigor. La cuantía a la que

ascienden los premios de jubilación de los interesados suponen

además de un gasto importante para el Ayuntamiento, el que es-

te gasto pueda condicionar el cumplimiento de la regla de gasto

en el periodo de vigencia del PEF.

Las consecuencias que acarrearía el incumplimiento por parte

del Ayuntamiento de la regla de gasto en el periodo de vigencia

del PEF, se encuentran en la ley, que contempla una serie de me-

didas primero de prevención, después de corrección y, finalmen-

te, de cumplimiento forzoso.

Así, el artículo 18.1 LOEPYSF dispone que:

-“Las Administraciones Públicas harán un seguimiento de los

datos de ejecución presupuestaria y ajustarán el gasto público pa-

ra garantizar que al cierre del ejercicio no se incumple el objetivo

de estabilidad presupuestaria .”

Asimismo, el Gobierno puede realizar al Ayuntamiento una ad-

vertencia de incumplimiento. Así, el artículo 19.1 LOEPYSF dis-

pone que:

-“En caso de apreciar un riesgo de incumplimiento del objetivo

de estabilidad presupuestaria, del objetivo de deuda pública o de

la regla de gasto de las Comunidades Autónomas o de las Corpo-

raciones Locales, el Gobierno, a propuesta del Ministro de Ha-

cienda y Administraciones Públicas, formulará una advertencia

motivada a la Administración responsable previa audiencia a la

misma. Formulada la advertencia el Gobierno dará cuenta de la

misma para su conocimiento al Consejo de Política Fiscal y Fi-

nanciera, si la advertida es una Comunidad Autónoma, y a la Co-

misión Nacional de Administración Local, si es una Corporación

Local. Dicha advertencia se hará pública para general conoci-

miento.”

Además el artículo 26.2 LOEPYSF dispone que en el supuesto

de que una Corporación Local no adoptase el acuerdo de no dis-

ponibilidad de créditos o no constituyese el depósito previsto en el

artículo 25.1.b ) o las medidas propuestas por la comisión de ex-

pertos prevista en el art. 25.2, el Gobierno, o en su caso la Comu-

nidad Autónoma que tenga atribuida la tutela financiera, requerirá

al Presidente de la Corporación Local para que proceda a adop-

tar, en el plazo indicado al efecto, la adopción de un acuerdo de

no disponibilidad, la constitución del depósito obligatorio estable-

cido en el artículo  25.1.b), o la ejecución de las medidas pro-

puestas por la comisión de expertos. En caso de no atenderse el

requerimiento, el Gobierno, o en su caso la Comunidad Autóno-

ma que tenga atribuida la tutela financiera, adoptará las medidas

necesarias para obligar a la Corporación Local al cumplimiento

forzoso de las medidas contenidas en el requerimiento.

Como puede comprobarse, el Ayuntamiento de Palma del Río

se encuentra actualmente en una situación difícil en cuanto a la

asunción de gastos públicos ya que en todo momento debe ga-

rantizar el cumplimiento de la regla de gasto, por tal motivo la

concesión de los premios de jubilación a los interesados confor-

me a lo previsto en el precepto de referencia y la posterior anula-

ción del precepto, podría provocar un perjuicio manifiesto al Ayun-

tamiento por que las arcas municipales sufrirían un grave que-

branto desde el punto de vista financiero al tener que hacer fren-

te a dichos premios en la actualidad.

Por lo que respecta al perjuicio que la ejecución del artículo 19

del Acuerdo General puede provocar en los funcionarios, conside-

ro que la concesión de los premios de jubilación a los interesa-

dos y la posterior anulación del precepto causará un daño innece-

sario a los funcionarios implicados, ya que éstos deberían resta-

blecer la situación económica concreta, mediante el reintegro del

premio concedido y además soportarían el pago de los intereses

de demora conforme a lo previsto en los apartados 3 y 4 del artí-

culo 77 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presu-

puestaria.

Además, no podemos olvidar que en el presente supuesto, el

Sr. Interventor de Fondos del Iltre. Ayuntamiento de Palma del

Río al formular reparo en relación al pago del premio por jubila-

ción anticipada del funcionario, don Antonio Ángel González Fer-

nández, reconocido en virtud del Decreto de la Alcaldía nº

305/2019, de 14 de febrero, suspendió el pago del mismo, al am-

paro de lo previsto en el artículo 216.2 del Real Decreto Legislati-

vo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundi-

do de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (en adelante

LHL).

Este precedente refuerza la idea de la necesaria suspensión de

la ejecución del artículo 19 del Acuerdo General, puesto que si no

se produjera ésta y las nuevas solicitudes de premios de jubila-

ción siguieran el procedimiento para su concesión se verían abo-

cadas a seguir la misma suerte que la de don Antonio Ángel Gon-

zález Fernández, ya que al ser fiscalizadas por el Sr. Interventor

sería objeto del correspondiente reparo que suspendería la trami-

tación del premio de jubilación hasta que el mismo se solvente

conforme a lo previsto en la LHL.

4. Cuarta alegación: los interesados alegan que el Ayuntamien-

to ha promovido la suspensión del artículo 19 del Acuerdo Gene-

ral con el objeto de no resolver las solicitudes de los premios de

jubilación y que la resolución de las mismas se produzca con pos-

terioridad a una supuesta anulación del precepto de referencia,

cuando ya no existen fundamento jurídico para conceder tales

premios. Los interesados consideran que la utilización de la insti-

tución de la suspensión de las disposiciones administrativas sin

fundamento alguno y en busca de los fines descritos supone un

claro fraude de ley.

Por lo que respecta a la alegación vertida por los interesados

tenemos que precisar que éstos hacen referencia en su escrito,

sin utilizar el nomen iuris, a la desviación de poder, ya que consi-

deran que la utilización de la institución de la suspensión de las

disposiciones administrativas en el expediente de revisión de ofi-

cio persigue un fin espurio.

En este sentido, la jurisprudencia del Tribunal Supremo tiene

declarado que “la desviación de poder resulta apreciable cuando

el órgano administrativo persigue con su actuación un fin privado,

ajeno por completo a los intereses generales, o cuando la finali-

dad que pretende obtener, aunque de naturaleza pública, es dis-

tinta de la prevista en la norma habilitante, por estimable que se

aquella” (STS de 18 de junio de 2001 rec. Nº 8570/1995). Tal

desviación de poder intencionada, como igualmente viene reite-

rando la Jurisprudencia, ha de probarla quien invoca la desvia-

ción de poder.

En el presente supuesto, no cabe apreciar que el uso desviado,

ese fin espurio, sea un fin privado, y ha de descartarse que la fi-

nalidad que pretende obtener con la suspensión de la ejecución

del artículo 19 del Acuerdo General, sea distinta de la prevista en

la norma habilitante. Y ha de descartarse no sólo por cuanto la

carga probatoria corresponde a los interesados, según reiterada

doctrina, sino por que concurren los requisitos o presupuestos de

la suspensión de la ejecución del artículo 19 del Acuerdo General,

tal y como hemos visto en el apartado anterior.
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Además, la desviación de poder alegada por los interesados no

tiene recorrido alguno por las razones invocadas en el apartado

anterior, ya que si las nuevas solicitudes de premios de jubilación

siguieran el procedimiento para su concesión al margen del pre-

sente expediente de revisión, se verían abocadas al correspon-

diente reparo de la Intervención del Ayuntamiento que suspende-

ría la tramitación del premio de jubilación hasta que el mismo se

solvente conforme a lo previsto en la LHL.

B). En relación a las alegaciones formuladas por don Antonio

Ángel González Fernández en el expediente de revisión de oficio

del artículo 19 del “Acuerdo General entre el Ayuntamiento de

Palma del Río y sus Patronatos, y los funcionarios a su servicio”.

Don Antonio Ángel González Fernández, en el presente expe-

diente, interesa que se anule y deje sin efecto el acuerdo plena-

rio, de 25 de julio de 2019, en virtud del cual se incoa el procedi-

miento para la revisión de oficio del arículo. 19 del Acuerdo Gene-

ral.

El interesado fundamenta su petitum en una serie de alegacio-

nes que carecen manifiestamente de fundamento por los motivos

que desarrollamos a continuación y por tanto no deben prosperar

por falta de sustentación fáctica y jurídica, considerando esta par-

te que el acuerdo plenario, de 25 de Julio de 2019, ES AJUSTA-

DO A DERECHO.

1. Primera alegación: El interesado alega que la naturaleza jurí-

dica del “Acuerdo General entre el Ayuntamiento de Palma del

Río y sus Patronatos, y los funcionarios a su servicio” es la de un

pacto y no la de una disposición administrativa, por lo que no es

susceptible de ser revisado de oficio por el Ayuntamiento de Pal-

ma del Río. El interesado proclama que el Ayuntamiento no pue-

de realizar modificaciones unilaterales del Acuerdo General, que

sólo son posibles a través de de la negociación colectiva.

Siguiendo el criterio establecido en el informe de la Secretaria

General, de 8 de Julio de 2019, considero que la naturaleza jurídi-

ca del Acuerdo General es la de una disposición administrativa

reguladora del estatuto funcionarial donde se pueden incluir, en-

tre otras, medidas de acción social (artículo 37.1 g) y i) EBEP).

El Acuerdo General fruto de la negociación colectiva ha de ser

aprobado por el Pleno municipal como disposición reglamentaria

aplicable a todo su personal de cuya voluntad negociadora no de-

pende la validez y eficacia de la norma en tanto que necesaria-

mente ha de ser aprobada por el órgano con potestad normativa

para ello a tenor del artículo 38.3 del EBEP y la Sentencia del Tri-

bunal Supremo, de 16 mayo 2012 Sala Tercera (rec. 2746/2011),

por la que los Pactos y Acuerdos entre Sindicatos y Administra-

ción carecen de eficacia y validez antes de su ratificación por la

Administración al incorporarlos a una disposición general, dada la

naturaleza esencialmente organizativa de las condiciones esen-

ciales del estatuto de los funcionarios públicos.

Así que lo acordado mediante la negociación colectiva requiere

la aprobación por el órgano municipal competente que da lugar a

una norma de las denominadas “negociadas o paccionadas”. Si

no se llega a un acuerdo, queda incólume la potestad reglamenta-

ria para regular unilateralmente las condiciones de trabajo (artícu-

lo 38.7 del EBEP). Cuestión distinta es la legalidad de las disposi-

ciones del Acuerdo General, que es el tema que se suscita en el

presente expediente de revisión del artículo 19 del Acuerdo Ge-

neral. En este sentido se ha pronunciado en un caso similar, el

Tribunal Superior de Justicia de Canarias (Santa Cruz de Teneri-

fe) Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 2ª, S 18-01-2017,

nº 5/2017, rec. 147/2016.

En ningún momento podemos negar la potestad normativa mu-

nicipal para regular ayudas sociales o asistenciales, denomina-

das en el capitulo IV del Acuerdo General "Mejoras Sociales" y

entre ellas, anticipos, prestaciones medicofarmaceuticas, etc. Lo

controvertido legalmente es si el abono de dinero en concepto de

premio de jubilación contemplado en el artículo 19 del Acuerdo

General es una mejora social o asistencial. Que a nuestro juicio

no lo sea, no significa que no haya sido aprobado dicho premio

de jubilación por una norma.

Por ello, considero que al ser el Acuerdo General una disposi-

ción general es posible revisar el art. 19 de dicha norma a través

del procedimiento contemplado en el artículo 106.2 de la LPAC,

con la fin alidad expulsar del ordenamiento jurídico dicho precep-

to por vulnerar las legalidad vigente, tal y como veremos en el si-

guiente apartado de este informe.

2. Segunda alegación: el interesado considera que el premio de

jubilación contemplado en el artículo 19 del Acuerdo General no

tiene un carácter retributivo sino que es una medida de acción so-

cial por que su finalidad es la de fomentar la racionalización de

los recursos humanos y, en consecuencia, la de favorecer la re-

novación de la plantilla con funcionarios más jóvenes, por tal mo-

tivo considera que el art. 19 del Acuerdo General no vulnera lo

dispuesto en el artículo 93 de la LBRL, el artículo 153 del TRRL, y

el artículo 1 párrafo 2º del Real Decreto 861/1986, de 25 de abril,

por el que se establece el Régimen de Retribuciones de los fun-

cionarios de Administración Local.

El interesado fundamenta su alegato atendiendo al contenido

de lo dispuesto en el último párrafo del artículo 19 del Acuerdo

General, a la posibilidad de incentivar la jubilación anticipada por

mor de lo dispuesto en la Disposición Adicional 21ª de la Ley

30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Fun-

ción Pública, y a los pronunciamientos jurisprudenciales conteni-

dos en la Sentencias de la Sala tercera del Tribunal Supremo, de

28 de julio de 2006, rec. 4012/2000 y la de 20 de diciembre de

2013, rec. 7064/2010.

Asimismo, el interesado considera que el hecho de que el artí-

culo 32 f) de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Organos de Repre-

sentación, determinación de las Condiciones de Trabajo y Partici-

pación del Personal al Servicio de la Administraciones Públicas y

el artículo 37.1 del Estatuto Básico del Empleado Público esta-

blezcan como materia susceptible de negociación los criterios ge-

nerales para la determinación de prestaciones sociales y pensio-

nes de clases pasivas y los criterios generales de acción social,

resuelve favorablemente a considerar que determinadas medidas

de acción social no tienen un verdadero carácter retributivo, y no

están sometidas a los límites que las disposiciones legales impo-

nen respecto a los conceptos y cuantías de las retribuciones de

los funcionarios de las Corporaciones Locales.

Por lo que respecta a la alegaciones vertidas por el interesado

tenemos que precisar que el “Acuerdo General entre el Ayunta-

miento de Palma del Río y sus Patronatos, y los funcionarios a su

servicio”, aprobado por acuerdo del Ayuntamiento-Pleno, en se-

sión celebrada el día 26/04/2001 y modificado por acuerdo del

Ayuntamiento Pleno, en sesión celebrada el día 22/12/2004, en

su artículo 19 bajo la rubrica “Jubilación” establece, como hemos

visto, un premio por jubilación anticipada en las cuantías que se

especifican en dicho precepto.

La cuestión controvertida suscitada en el presente caso, se

centra en determinar la naturaleza jurídica que tienen los premios

de jubilación, esto es, si tienen naturaleza retributiva, en cuyo ca-

so su regulación queda sujeta a lo dispuesto en el art. 103.3 CE

que exige regulación mediante normas de rango de ley, o si por el

contrario, tienen carácter de acción social, y como tal son suscep-

tibles de negociación.
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Atendiendo a lo dispuesto en el informe de la Secretaria Gene-

ral, de 8 de Julio de 2019, la naturaleza de los premios por jubila-

ción ha sido muy discutida dentro de la jurisprudencia. No obstan-

te, el Tribunal Supremo ha acabado con tal polémica a través las

Sentencias de 20 de marzo de 2018 (rec. 2747/2015) y de 14 de

marzo de 2019 (rec. 2717/2016), que concluyen que los premios

de jubilación son remuneraciones.

En la Sentencia de 20 de marzo de 2018, el Alto Tribunal en su

FJ Cuarto se hace eco de los pronunciamientos vertidos en la

sentencia de ese Tribunal de 20 de diciembre de 2013, que cier-

tamente admite la posibilidad de negociar cuestiones referidas a

los funcionarios jubilados a la vista del artículo 37.1.g) del Estatu-

to Básico del Empleado Público, señalando que si bien toda medi-

da de acción social tiene un coste económico, esa circunstancia

no significa que deban todas ser consideradas retribuciones ya

que su justificación y su régimen de devengo son muy diferentes,

añadiendo que no cabe atribuir a estos desembolsos la conside-

ración de "retribuciones" pues se trata de medidas asistenciales

que "no son compensación del trabajo realizado sino protección o

ayuda de carácter asistencial, que se generan o devengan cuan-

do se producen contingencias que colocan al beneficiario en una

singular o desigual situación de necesidad", haciéndose eco

igualmente de la referencia que en tal sentencia de 2013 se hace

a la propia regulación tributaria en materia de IRPF que viene a

admitir las diferencias de una y otra.

Sin embargo, a renglón seguido, explica cuál es ahora el juicio

de la Sala del Tribunal Supremo sobre la naturaleza jurídica de

los premios de jubilación, matizando lo siguiente:

“Ahora bien, en esta ocasión la Sección Séptima de esta Sala

se pronunció en los términos que acabamos de recordar sobre di-

versas medidas, de muy diferente naturaleza. Una era la ayuda a

la jubilación anticipada pero no hace una consideración separada

para ella, sino que los razonamientos anteriores se refieren, con-

juntamente, a extremos como vacaciones, licencias y permisos,

prestaciones sanitarias, supuestos de incapacidad, ayudas para

sepelio o incineración, discapacidades, becas de orfandad, segu-

ros, ayudas para guardia y custodia de mayores y matrículas. Es

decir,esa sentencia alude a una variada gama de supuestos y ra-

zona en términos generales sobre todos ellos sin detenerse en la

consideración individualizada de cada uno.

En cambio, con anterioridad la misma Sección Séptima ha he-

cho pronunciamientos expresamente dirigidos a los premios de

jubilación y ha señalado que no son conformes a Derecho. Así, la

de 9 de septiembre de 2010 (casación nº 3565/2007), con cita de

las anteriores de 18 de enero de 2010 (casación nº 4228/06) y de

12 de febrero de 2008 (casación nº 4339/2003) ha dicho que esos

premios infringen la disposición adicional cuarta del Real Decreto

Legislativo 7812/86 y la disposición final segunda de la Ley Regu-

ladora de las Bases de Régimen Local, y no se pueden amparar

en el artículo 34 de la Ley 30/1984 porque no atienden a los su-

puestos previstos en el precepto pues no son retribuciones con-

templadas en la regulación legal, ni un complemento retributivo

de los definidos en el artículo 5 del Real Decreto 861/1984 y tam-

poco se ajustan a las determinaciones del artículo 93 de la Ley

Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Desde luego, como dice la sentencia de 20 de diciembre de

2013 (casación nº 7680), no están excluidas de la negociación

que contempla el artículo 37 del Estatuto Básico del Empleado

Público las cuestiones relacionadas con las clases pasivas ni con

los funcionarios jubilados. Es igualmente verdad que toda medi-

da asistencial puede comportar costes económicos y que eso no

significa que deban ser consideradas todas retribuciones. No obs-

tante, entiende la Sala que los premios de jubilación previstos en

los artículos 21 y 22 del Acuerdo de 26 de abril de 2011 del Ple-

no del Ayuntamiento de Icod de Los Vinos no son medidas asis-

tenciales.

Se trata de remuneraciones distintas de las previstas para los

funcionarios de las corporaciones locales por la legislación bási-

ca del Estado. Se debe reparar en que estos premios no respon-

den a una contingencia o infortunio sobrevenidos sino que se de-

vengan simplemente por la extinción de la relación de servicio

funcionarial cuando se alcanza la edad de la jubilación forzosa o

la necesaria para obtener la jubilación anticipada. No se dirigen

pues a compensar circunstancias sobrevenidas de la naturaleza

de las que inspiran las medidas asistenciales -esto es, determi-

nantes de una situación de desigualdad- sino que asocian a un

supuesto natural, conocido e inevitable de la relación funcionarial,

por lo demás no específico del Ayuntamiento de Icod de Los Vi-

nos sino común a toda la función pública, una gratificación.

Suponen, pues, una alteración del régimen retributivo de los

funcionarios de las Administraciones Locales que carece de co-

bertura legal y de justificación y vulnera los preceptos invocados

por el Gobierno de Canarias: los artículos 93 de la Ley Regulado-

ra de las Bases del Régimen Local, 153 del Real Decreto Legisla-

tivo 781/1986, y 1.2 del Real Decreto 861/1986. Así, pues, el mo-

tivo debe ser estimado y la sentencia recurrida anulada.”

Así las cosas y desde esta perspectiva, necesariamente han de

decaer las alegaciones vertidas por el interesado con relación a la

legalidad de la medida controvertida y a su naturaleza de medida

asistencial o de acción social, por cuanto la doctrina que preconi-

za con base en la STS de 20 de diciembre de 2013 , ha de enten-

derse superada por la posterior de 20 de marzo de 2018 en los

términos precedentemente expuestos, siendo indiscutible la falta

de cobertura legal de tal medida atendida su carácter de retribu-

ción y la alteración que supone en el régimen retributivo de los

funcionarios por constituir una remuneración distinta de las pre-

vistas legalmente, concurriendo así la causa de nulidad que el in-

teresado cuestiona en su escrito, pues es claro que la falta de co-

bertura legal de la que adolece la regulación de la indemnización

por jubilación voluntaria anticipada contenida en el artículo 19 del

Acuerdo General, constituye causa de nulidad de pleno derecho,

conforme a lo prevenido en el artículo 47.2 de la LPAC, por tratar-

se de una disposición administrativa que vulnera la Ley.

Por lo que respecta a alegación vertida por el interesado que

alude a la posibilidad de incentivar la jubilación anticipada por mor

de lo dispuesto en la Disposición Adicional 21ª de la Ley 30/1984,

de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Públi-

ca, tenemos que decir que dicha disposición matiza que solamen-

te cabe contemplarlos a título excepcional en el marco de un pro-

grama de racionalización o adecuación de recursos humanos en

función de las necesidades de la Corporación. Y nada de esto su-

cede en el presente supuesto.

Desde otra perspectiva, encontrándonos -como se ha dicho -

ante una medida de naturaleza retributiva y no de acción social,

resulta claro que estamos ante una materia excluida de la nego-

ciación que contempla el artículo 37 del Estatuto Básico del Em-

pleado Público, en cuanto no se puede negociar el percibo de re-

muneraciones distintas de las previstas para los funcionarios de

las Corporaciones Locales por la Legislación Básica del Estado,

pues no estamos ante materias que pueden ser objeto de nego-

ciación, por lo que las alegaciones vertidas por el interesado con

relación a tal motivo impugnatorio igualmente han de decaer.

3. Tercera alegación: El interesado alega que no procede la

suspensión de la ejecución del art. 19 del Acuerdo General por
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dos motivos:

A) No procede la revisión de oficio del artículo 19 del Acuerdo

General de 2001 por que al haberse aplicado pacíficamente des-

de su aprobación por parte del Ayuntamiento de Palma del Río,

resulta contrario a la seguridad jurídica, a la buena fe o a la pro-

tección de la confianza legítima.

Por lo que respecta a la alegación vertida por el interesado y al

objeto de no resultar reiterativa mi contestación a la misma, me

remito a la respuesta conferida por el que suscribe a la segunda

alegación vertida por don Antonio Ortiz Arroyo, don Antonio Je-

sús Aguilar Corredera y don Francisco García Regal en el expe-

diente de revisión de oficio del artículo 19 del Acuerdo General.

B). El Ayuntamiento de Palma del Río no ha justificado en el

expediente administrativo de revisión que la aplicación del men-

cionado precepto cause perjuicios de imposible o difícil repara-

ción, tal y como prevé el artículo 108 de la LPAC.

Por lo que respecta a la alegación vertida por el interesado y al

objeto de no resultar reiterativa mi contestación a la misma, me

remito a la respuesta conferida por el que suscribe a la tercera

alegación vertida por don Antonio Ortiz Arroyo, don Antonio Je-

sús Aguilar Corredera y don Francisco García Regal en el expe-

diente de revisión de oficio del artículo 19 del Acuerdo General.

4. Cuarta alegación: El interesado alega que la posible anula-

ción del art. 19 del Acuerdo General provocaría una verdadera

discriminación entre el personal funcionario y el personal laboral

ya que el artículo 19 del “Convenio Colectivo entre el Iltre. Ayun-

tamiento de Palma del Río y Patronatos Municipales, y el perso-

nal labora a su servicio” tiene el mismo contenido y alcance que

el precepto objeto de revisión.

Para dar respuesta a la alegación planteada por el interesado

sería necesario entrar a valorar la legalidad del artículo 19 del

“Convenio Colectivo entre el Iltre. Ayuntamiento de Palma del Río

y Patronatos Municipales, y el personal labora a su servicio”,

cuestión que considero que no ha lugar ya que el expediente de

revisión de oficio promovido por el Ayuntamiento de Palma del

Río se circunscribe al artículo 19 del “Acuerdo General entre el

Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patronatos, y los funciona-

rios a su servicio”.

SEGUNDO. Naturaleza Jurídica de los “premios de jubilación”

contemplados en el artículo 19 del “Acuerdo General entre el

Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patronatos, y los funciona-

rios a su servicio”.

A modo de conclusión, en este apartado intentaré recopilar y

analizar la información más relevante relativa al procedimiento de

revisión del artículo 19 del Acuerdo General que me ha servido

para redactar mi propuesta de resolución.

El “Acuerdo General entre el Ayuntamiento de Palma del Río y

sus Patronatos, y los funcionarios a su servicio”, aprobado por

acuerdo del Ayuntamiento-Pleno, en sesión celebrada el día

26/04/2001 y modificado por acuerdo del Ayuntamiento Pleno, en

sesión celebrada el día 22/12/2004, en su artículo 19 bajo la rubri-

ca “Jubilación” establece un premio por jubilación anticipada en

las cuantías que se especifican en dicho precepto (se transcribe

en el apartado primero de los antecedentes de hechos del pre-

sente informe).

En este sentido, tenemos que resaltar que el artículo 19 del

Acuerdo General no forma parte del Capitulo IV del Acuerdo Ge-

neral que se refiere a las “MEJORAS SOCIALES”, sino que el

mismo se encuentra incluido en el Capítulo II del Acuerdo Gene-

ral relativo a las “Relaciones de Trabajo”.

La cuestión controvertida que se ha suscitado en el presente

expediente se centra en determinar la naturaleza jurídica que tie-

nen los premios de jubilación, esto es, si tienen naturaleza retribu-

tiva, en cuyo caso su regulación queda sujeta a lo dispuesto en el

artículo 103.3 CE que exige regulación mediante normas de ran-

go de ley, o si por el contrario, tienen carácter de acción social, y

como tal son susceptibles de negociación.

Antes de entrar a analizar dicha cuestión es necesario hacer re-

ferencia a los derechos retributivos de los funcionarios. De esta

forma el artículo 93 de la LBRL establece:

“1. Las retribuciones básicas de los funcionarios locales ten-

drán la misma estructura e idéntica cuantía que las establecidas

con carácter general para toda la función pública.

2. Las retribuciones complementarias se atendrán, asimismo, a

la estructura y criterios de valoración objetiva de las del resto de

los funcionarios públicos. Su cuantía global será fijada por el Ple-

no de la Corporación dentro de los límites máximos y mínimos

que se señalen por el Estado.

3. Las Corporaciones locales reflejarán anualmente en sus pre-

supuestos la cuantía de las retribuciones de sus funcionarios en

los términos previstos en la legislación básica sobre función públi-

ca.”

Por su parte, el artículo 153 del TRLL, dispone:

“1. Los funcionarios de Administración local sólo serán remune-

rados por las Corporaciones respectivas, por los conceptos esta-

blecidos en el artículo 23 de la Ley 30/1984 de 2 agosto (este pre-

cepto ha sido derogado por el EBEP y en la actualidad el conteni-

do del artículo 23 de la Ley 30/1984 de 2 agosto. se corresponde

con lo artículos 22, 23 y 24 del EBEP).

2. En su virtud, no podrán participar en la distribución de fon-

dos de ninguna clase ni percibir remuneraciones distintas a las

comprendidas en dicha ley ni, incluso, por confección de proyec-

tos, o dirección o inspección de obras, o presupuestos, asesorías

o emisión de dictámenes e informes.

Las cantidades procedentes de los indicados fondos se inclui-

rán en el presupuesto de ingresos de las Corporaciones.

3. La estructura, criterios de valoración objetiva, en su caso, y

cuantías de las diversas retribuciones de los funcionarios de Ad-

ministración local, se regirán por lo dispuesto en el artículo 93 de

la Ley 7/1985 de 2 abril.”

Y por último, el artículo 1 del Real Decreto 861/1986, de 25 de

abril, por el que se establece el Régimen de las Retribuciones de

los funcionarios de Administración Local, prevé:

“De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley 7/1985,

de 2 de abril, los funcionarios de Administración Local sólo po-

drán ser remunerados por los conceptos retributivos establecidos

en el artículo 23 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto (este precep-

to ha sido derogado por el EBEP y en la actualidad el contenido

del artículo 23 de la Ley 30/1984 de 2 agosto. se corresponde con

lo artículos 22, 23 y 24 del EBEP).

En consecuencia, no podrán percibir participación alguna de los

tributos, comisiones u otros ingresos de cualquier naturaleza que

correspondan a la Administración o cualquier poder público como

contraprestación de cualquier servicio o jurisdicción, ni participa-

ción o premio en multas impuestas, aun cuando estuviesen nor-

mativamente atribuidas a los mismos, ni retribuciones o contra-

prestaciones distintas a las determinadas en los artículos siguien-

tes por ningún otro concepto, ni siquiera por confección de pro-

yectos, dirección o inspección de obras o presupuestos, aseso-

rías o emisión de dictámenes o informes, y ello sin perjuicio de lo

que resulte de la aplicación del sistema de incompatibilidades.

Pues bien, una vez que hemos delimitado los derechos retribu-

tivos de los funcionarios, estamos en disposición de responder a

la cuestión controvertida que se ha suscitado en el presente ex-
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pediente de revisión de oficio. De esta forma, si analizamos el

contenido y alcance de lo dispuesto en el artículo 19 del Acuerdo

General llegamos a la conclusión que los premios de jubilación

allí contemplados no responden a una contingencia o infortunio

sobrevenidos sino que se devengan simplemente por la extinción

de la relación de servicio funcionarial cuando se alcanza la edad

de la jubilación anticipada. No se dirigen pues a compensar cir-

cunstancias sobrevenidas de la naturaleza de las que inspiran las

medidas asistenciales -esto es, determinantes de una situación

de desigualdad- sino que asocian a un supuesto natural, conoci-

do e inevitable de la relación funcionarial, por lo demás no especí-

fico del Ayuntamiento de Palma del Río sino común a toda la fun-

ción pública. Por tanto, los premios de jubilación contemplados en

el precepto de referencia son gratificaciones y en definitiva, se

tratan de remuneraciones distintas de las previstas para los fun-

cionarios de las corporaciones locales por la legislación básica

del Estado.

Partiendo de la naturaleza "retributiva" de tal medida, resulta

claro que la concreta previsión contenida en el art. 19 del Acuer-

do General no resulta conforme a derecho, por cuanto supone

una alteración del régimen retributivo de los funcionarios del

Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patronatos que carece de

cobertura legal y de justificación, con vulneración de los artículos

93 de la LBRL, art. 153 del TRRL y el párrafo 2º del artículo 1 del

Real Decreto 861/1986, de 25 de abril, por el que se establece el

Régimen de las Retribuciones de los funcionarios de Administra-

ción Local, pues no son retribuciones contempladas en regula-

ción legal alguna.

Así las cosas y desde esta perspectiva, necesariamente han de

decaer las alegaciones vertidas por los interesados con relación a

la legalidad de la medida controvertida y a su naturaleza de medi-

da asistencial o de acción social, por cuanto la doctrina que pre-

conizan con base, entre otras, en la Sentencia de la Sala 3ª del

Tribunal Supremo de 20 de diciembre de 2013 (rec. 7064/2010),

ha de entenderse superada por las posteriores, de 20 de marzo

de 2018 (rec. 2747/2015) y de 14 de marzo de 2019 (rec.

2717/2016), que concluyen que los premios de jubilación son re-

muneraciones, siendo por tanto indiscutible la falta de cobertura

legal de tal medida atendido su carácter de retribución y la altera-

ción que supone en el régimen retributivo de los funcionarios por

constituir una remuneración distinta de las previstas legalmente,

concurriendo así la causa de nulidad que los interesados cuestio-

nan en sus escritos de alegaciones, pues es claro que la falta de

cobertura legal de la que adolece la regulación de la indemniza-

ción por jubilación voluntaria anticipada contenida en el artículo

19 del Acuerdo General, constituye causa de nulidad de pleno de-

recho, conforme a lo prevenido en el artículo 47.2 de la LPAC, por

tratarse de una disposición administrativa que vulnera la Ley, lo

que conlleva la conformidad a derecho de la tramitación del expe-

diente administrativo de revisión de oficio del mencionado precep-

to al amparo de lo previsto en el artículo 106.2 de la LPAC.

Desde otra perspectiva, encontrándonos -como se ha dicho -

ante una medida de naturaleza retributiva y no de acción social,

resulta claro que estamos ante una materia excluida de la nego-

ciación que contempla el artículo 37 del EBEP, en cuanto no se

puede negociar el percibo de remuneraciones distintas de las pre-

vistas para los funcionarios de las Corporaciones Locales por la

Legislación Básica del Estado, pues no estamos ante materias

que pueden ser objeto de negociación, por lo que las alegacio-

nes vertidas por los interesados con relación a tal motivo impug-

natorio igualmente han de decaer.

Visto cuanto antecede, se considera que el expediente ha se-

guido la tramitación establecida en la Legislación aplicable, proce-

diendo su aprobación por el Pleno municipal, en virtud del artícu-

lo 22.2.j) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Ba-

ses del Régimen Local.

Por ello, de conformidad con lo establecido en el artículo 175

del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Ju-

rídico de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto

2568/1986, de 28 de noviembre, el que suscribe eleva al Pleno

del Ayuntamiento de Palma del Río la siguiente propuesta:

PRIMERO. Aprobar la siguiente PROPUESTA DE RESOLU-

CIÓN:

Primero. Desestimar las alegaciones formuladas por don Anto-

nio Ortiz Arroyo, don Antonio Jesús Aguilar Corredera, don Fran-

cisco García Regal y don Antonio Ángel González Fernández en

el expediente de revisión de oficio del artículo 19 del “Acuerdo

General entre el Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patrona-

tos, y los funcionarios a su servicio”, por los motivos expresados

en el cuerpo de este informe.

Segundo. Al amparo de lo previsto en el artículo 47.2 de la Ley

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Co-

mún de las Administraciones Públicas, declarar nulo de pleno de-

recho el artículo 19 del “Acuerdo General entre el Ayuntamiento

de Palma del Río y sus Patronatos, y los funcionarios a su servi-

cio”, aprobado por acuerdo del Ayuntamiento-Pleno, en sesión

celebrada el día 26/04/2001, inscrito con carácter extraestatutario,

al folio 19, asientos 1 y 2 del Libro VIII del Registro de Convenios

de la Delegación Provincial de la Consejería de Empleo y Desa-

rrollo Tecnológico de la Junta de Andalucía en Córdoba, y modifi-

cado por acuerdo del Ayuntamiento Pleno, en sesión celebrada el

día 22/12/2004, inscrito con con carácter extraestatutario, al folio

19, asiento 4 del Libro VIII del Registro de Convenios de la Dele-

gación Provincial de la Consejería de Empleo de la Junta de An-

dalucía en Córdoba, por considerar que se encuentra incurso en

causa de nulidad por vulnerar lo dispuesto en el artículo 93 de la

Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen

Local, el artículo 153 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de

18 de abril, y el artículo 1 párrafo 2º del Real Decreto 861/1986,

de 25 de abril, por el que se establece el Régimen de Retribucio-

nes de los funcionarios de Administración Local.

SEGUNDO. Solicitar Dictamen al Consejo Consultivo de Anda-

lucía, adjuntando la documentación anexa prevista en el artículo

64 del Decreto 273/2005, de 13 de diciembre, por el que se

aprueba el Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de An-

dalucía.

TERCERO. Suspender el plazo máximo legal para resolver el

procedimiento de revisión de oficio por el tiempo que medie entre

la petición del dictamen al Consejo Consultivo de Andalucía y la

recepción de dicho dictamen, conforme a lo previsto en el artícu-

lo 22. 1 d) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento

Administrativo Común de las Administraciones Públicas.>>

Visto el acuerdo adoptado por el Pleno de este Ayuntamiento,

en sesión ordinaria de 28 de noviembre de 2019, del tenor literal

siguiente:

“PRIMERO. Aprobar la siguiente PROPUESTA DE RESOLU-

CIÓN:

Primero. Desestimar las alegaciones formuladas por don Anto-

nio Ortiz Arroyo, don Antonio Jesús Aguilar Corredera, don Fran-

cisco García Regal y don Antonio Ángel González Fernández en

el expediente de revisión de oficio del artículo 19 del “Acuerdo

General entre el Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patrona-

tos, y los funcionarios a su servicio”, por los motivos expresados

en el informe de la Asesoría Jurídica de Secretaría General, de
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15 de noviembre de 2019, que se transcribe en el cuerpo de esta

propuesta de resolución.

Segundo. Al amparo de lo previsto en el artículo 47.2 de la Ley

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Co-

mún de las Administraciones Públicas y atendiendo a los motivos

expresados en el informe de la Asesoría Jurídica de Secretaria

General, de 15 de noviembre de 2019, que se transcribe en el

cuerpo de esta propuesta de resolución, declarar nulo de pleno

derecho el artículo 19 del “Acuerdo General entre el Ayuntamien-

to de Palma del Río y sus Patronatos, y los funcionarios a su ser-

vicio”, aprobado por acuerdo del Ayuntamiento-Pleno, en sesión

celebrada el día 26/04/2001, inscrito con carácter extraestatutario,

al folio 19, asientos 1 y 2 del Libro VIII del Registro de Convenios

de la Delegación Provincial de la Consejería de Empleo y Desa-

rrollo Tecnológico de la Junta de Andalucía en Córdoba, y modifi-

cado por acuerdo del Ayuntamiento Pleno, en sesión celebrada el

día 22/12/2004, inscrito con con carácter extraestatutario, al folio

19, asiento 4 del Libro VIII del Registro de Convenios de la Dele-

gación Provincial de la Consejería de Empleo de la Junta de An-

dalucía en Córdoba, por considerar que se encuentra incurso en

causa de nulidad por vulnerar lo dispuesto en el artículo 93 de la

Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen

Local, el artículo 153 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de

18 de abril, y el artículo 1 párrafo 2º del Real Decreto 861/1986,

de 25 de abril, por el que se establece el Régimen de Retribucio-

nes de los funcionarios de Administración Local.

SEGUNDO. Solicitar Dictamen al Consejo Consultivo de Anda-

lucía, adjuntando la documentación anexa prevista en el artículo

64 del Decreto 273/2005, de 13 de diciembre, por el que se

aprueba el Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de An-

dalucía.

TERCERO. Suspender el plazo máximo legal para resolver el

procedimiento de revisión de oficio por el tiempo que medie entre

la petición del dictamen al Consejo Consultivo de Andalucía y la

recepción de dicho dictamen, conforme a lo previsto en el artícu-

lo 22. 1 d) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento

Administrativo Común de las Administraciones Públicas.”

Visto el escrito de fecha 10 de diciembre de 2019, por el que se

remite al Consejo Consultivo de Andalucía certificado del acuer-

do adoptado por el Ayuntamiento-Pleno en sesión ordinaria cele-

brada el día 28 de noviembre de 2019, así como dos copias auto-

rizadas de toda la documentación del expediente, solicitando la

emisión de dictamen por parte del citado Consejo Consultivo.

Vistas las notificaciones relativas al acuerdo adoptado por el

Ayuntamiento-Pleno en sesión ordinaria celebrada el día 28 de

noviembre de 2019, practicadas a la Junta de Personal y al Comi-

té de Empresa de este Ayuntamiento, así como a los funciona-

rios interesados en el procedimiento.

Vista la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Cór-

doba nº 4, de 8 de enero de 2020, del Anuncio del acuerdo adop-

tado por el Ayuntamiento-Pleno en sesión ordinaria celebrada el

día 28 de noviembre de 2019.

Visto el escrito remitido con fecha 3 de enero de 2020, y regis-

tro de entrada en este Ayuntamiento nº 141, de fecha 9 de enero

de 2020, por el cual se realiza requerimiento de subsanación de

la solicitud de emisión de dictamen realizada por este Ayunta-

miento mediante escrito de 10 de diciembre de 2019.

Visto el escrito de fecha 13 de enero de 2020, por el que se re-

mite al Consejo Consultivo de Andalucía documentación comple-

mentaria para subsanar la solicitud de emisión de dictamen.

Visto el dictamen nº 107/2020, de 13 de febrero de 2020, del

Consejo Consultivo de Andalucía, por el que se dictamina favora-

blemente la propuesta de resolución dictada en el procedimiento

tramitado por el Ayuntamiento de Palma del Río (Córdoba) para

la revisión de oficio del artículo 19 del Acuerdo General entre el

Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patronatos, y los funciona-

rios a su servicio.

Visto el dictamen favorable de la Comisión Informativa de la

Ciudad de fecha 1 de junio de 2020, los reunidos, por mayoría,

con los votos a favor de PSOE (9); las abstenciones de PP (5),

CP (2) y Cs (1); y los votos en contra de IULV-CA (3), que supo-

ne la mayoría exigida legalmente, acuerdan:

Primero. Desestimar las alegaciones formuladas por don Anto-

nio Ortiz Arroyo, don Antonio Jesús Aguilar Corredera, don Fran-

cisco García Regal y don Antonio Ángel González Fernández en

el expediente de revisión de oficio del artículo 19 del “Acuerdo

General entre el Ayuntamiento de Palma del Río y sus Patrona-

tos, y los funcionarios a su servicio”, por los motivos expresados

en el informe de la Asesoría Jurídica de Secretaría General, de

15 de noviembre de 2019, que se transcribe en el cuerpo de esta

resolución.

Segundo. Al amparo de lo previsto en el artículo 47.2 de la Ley

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Co-

mún de las Administraciones Públicas y atendiendo a los motivos

expresados en el informe de la Asesoría Jurídica de Secretaria

General, de 15 de noviembre de 2019, que se transcribe en el

cuerpo de esta resolución, declarar nulo de pleno derecho el artí-

culo 19 del “Acuerdo General entre el Ayuntamiento de Palma del

Río y sus Patronatos, y los funcionarios a su servicio”, aprobado

por acuerdo del Ayuntamiento-Pleno, en sesión celebrada el día

26/04/2001, inscrito con carácter extraestatutario, al folio 19,

asientos 1 y 2 del Libro VIII del Registro de Convenios de la Dele-

gación Provincial de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecno-

lógico de la Junta de Andalucía en Córdoba, y modificado por

acuerdo del Ayuntamiento Pleno, en sesión celebrada el día

22/12/2004, inscrito con con carácter extraestatutario, al folio 19,

asiento 4 del Libro VIII del Registro de Convenios de la Delega-

ción Provincial de la Consejería de Empleo de la Junta de Andalu-

cía en Córdoba, por considerar que se encuentra incurso en cau-

sa de nulidad por vulnerar lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley

7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Lo-

cal, el artículo 153 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18

de abril, y el artículo 1 párrafo 2º del Real Decreto 861/1986, de

25 de abril, por el que se establece el Régimen de Retribuciones

de los funcionarios de Administración Local.

Tercero. Publicar el presente acuerdo en el Boletín Oficial de la

Provincia de Córdoba, y notificar a los interesados.

Contra el presente acuerdo, que pone fin a la vía administrati-

va, se puede interponer recurso contencioso-administrativo, ante

la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de

Justicia de Andalucía con sede en Sevilla, en el plazo de dos me-

ses a contar desde el día siguiente al de la publicación del pre-

sente anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia de Córdoba, de

conformidad con el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,

de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Palma del Río, 5 de junio de 2020. Firmado electrónicamente

por la Alcaldesa-Presidenta, Esperanza Caro de la Barrera Mar-

tín.
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